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Durante la última década se incrementaron la visibilidad y las políticas públicas para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres. Los movimientos feministas disputaron las concepciones de la violencia en las relaciones de pareja como problemas privados e instalaron el reclamo de respuestas institucionales frente a la violencia de género. Se desarrollaron leyes y políticas públicas para proteger a las víctimas. El poder judicial no fue ajeno a estas reformas, se crearon oficinas especializadas y programas dirigidos a mejorar el funcionamiento del sistema judicial frente a las denuncias de las mujeres. Más recientemente, los medios masivos de comunicación comenzaron a reportar femicidios y violencias extremas contra mujeres. Así, se avanzó en la comprensión social de la violencia de género como fenómeno de importancia pública que debe ser combatido.
Durante el mismo período, comenzaron a conocerse casos en los que las madres son criminalizadas cuando sus compañeros matan a sus hijxs. En este trabajo, analizamos casos que revelan esta práctica judicial como injusta. Las sentencias que condenan a las mujeres por omitir proteger a sus hijxs evidencian la persistente invisibilidad de la violencia contra las mujeres, a la vez que reflejan y refuerzan estereotipos que nos asignan la responsabilidad primaria e indelegable de cuidar a lxs hijxs, la obligación de realizar sacrificios heróicos para protegerlxs y postergar toda otra actividad u obligación. Se condena a las mujeres por no cumplir con estereotipos que marcan el comportamiento esperado de una “buena madre” y se ignora la forma en que la victimización de las madres impacta en su capacidad para proteger a sus hijxs.
La emergencia de esta práctica aparece como una consecuencia no deseada y una reacción de agencias policiales y judiciales que continúan funcionando como órganos que sostienen y refuerzan estructuras patriarcales. Hemos llamado a jueces, fiscales y policías a mirar al interior de hogares violentos, allí encontraron no sólo mujeres sometidas a violencia, sino también niñxs víctimas de abuso. Mientras lxs operadorxs judiciales siguen tolerando la violencia contra mujeres adultas que “eligen” quedarse en una relación violenta, no sucede lo mismo con lxs niñxs inocentes que no han elegido convivir con el agresor. Así, la victimización de lxs niñxs atrae toda la atención y permite culpar a la madre que “no impide” la violencia. De esta forma, las mujeres que no cumplen con las expectativas sociales referidas a las “buenas madres”, son negadas como víctimas y acusadas como victimarias.  
· Mejoras institucionales para enfrentar la violencia de género, visibilidad mediática y movilización social
· Durante algo más de una década, se multiplicaron los esfuerzos para combatir y erradicar la violencia contra las mujeres en Argentina. El tema emerge como un problema de discriminación y violación sistemática de Derechos humanos. Argentina incorporó la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer (CEDAW) y la Convención Americana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la violencia contra las mujeres (Convención Belém do Pará) como instrumentos jurídicos de la más alta jerarquía. A través de su ratificación, se comprometió a promover políticas públicas dirigidas a eliminar la discriminación y la violencia contra las mujeres. 

· La primera ley sobre violencia doméstica fue sancionada en 1994 (ley nº 24.417). Sin embargo, solamente se preveía la posibilidad de que las juezas y jueces de familia emitan órdenes de protección en favor de las mujeres que denunciaban violencia en el ámbito doméstico. El impacto de la norma fue muy limitado, debido a que no se implementaron políticas encaminadas a garantizar el acceso a la justicia de las mujeres (ELA, 2009).
· Recién una década más tarde comenzaron a emprenderse esfuerzos más consistentes, dirigidos a mejorar las respuestas institucionales para las mujeres que denuncian violencia. En efecto, en el año 2006 se creó la Oficina de Violencia Doméstica (OVD) en el ámbito de la Corte Suprema (CSJN). Se trata de un organismo judicial que recibe denuncias durante las 24 horas del día, todos los días del año. Su equipo interdisciplinario recibe a las denunciantes, realiza una evaluación de riesgo, registra el testimonio de las víctimas y documenta las lesiones visibles. Asimismo, las denunciantes reciben asesoramiento sobre sus opciones legales y orientación acerca de los recursos disponibles para su situación. A partir de entonces, pueden de decidir si entablarán acciones civiles, de familia, si solicitarán medidas de protección o promoverán la acción penal. Luego de acudir a la OVD, las víctimas son derivadas a los tribunales competentes para su protección. Asimismo, la información recolectada en la OVD es de enorme importancia para que las y los jueces de familia puedan tomar decisiones basadas en datos certeros y lxs fiscales puedan promover la acción penal. En consecuencia, el impacto de la creación de la OVD fue muy importante para los procesos judiciales sobre violencia doméstica no sólo por las razones señaladas, sino también porque mediante su creación y dotación de recursos, el máximo tribunal nacional demostró que tomaba en serio estas formas de violencia y se comprometía con su erradicación. 

· En  los siguientes años se crearon programas de capacitación en género, en la Defensoría General de la Nación, la Procuración General de la Nación y la CSJN, estas oficinas realizan investigaciones sobre discriminación de género en las prácticas del sistema de justicia y brindan asistencia legal gratuita a víctimas.
· También se creó el programa “Las víctimas contra las violencias”, que creó una línea telefónica para orientar a víctimas de violencia de género que se han decidido a pedir ayuda. Se trata de un centro de atención especializado, que cuenta con un equipo interdisciplinario de profesionales que pueden, de ser necesario, concurrir junto a la policía al domicilio de la denunciante, a fin de asistirlas en la exclusión del hogar del agresor, o de asegurar su asistencia de otras maneras.  
· En 2009 se sancionó la ley de Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra las Mujeres en las Esferas que Desarrollan sus Relaciones Interpersonales (Ley n° 26.485), donde se definen los tipos de violencias y se crea el Consejo Nacional de la Mujer, encargado de coordinar políticas dirigidas a prevenir y erradicar la violencia y efectivizar el derecho de las víctimas a acceder a la justicia. 
· A estos avances institucionales, se suma el desarrollo de jurisprudencia de la CSJN vinculada a los deberes derivados de las convenciones sobre derechos humanos de las mujeres. Esto resultó esencial para promover la conciencia en lxs operadorxs judiciales sobre la necesidad de responder adecuadamente en casos de violencia de género. En efecto, en 2012, la CSJN emitió la primera sentencia sobre derechos de las mujeres, basada en la necesidad de modificar prácticas estatales que resultaban violatorias de esos derechos (2012). Se afirmó la obligación estatal de garantizar el acceso a los abortos legales y se ordenó a los tribunales de todo el país no interferir en la provisión de servicios de salud. Además, se ordenó a los estados provinciales y nacional deben dictar normas para facilitar el acceso a los abortos legales y garantizar la disponibilidad de la práctica en forma temporánea y gratuita en los casos en que el embarazo pone en peligro la salud o la vida de la mujer, o cuando la gestación ha resultado de una violación. El máximo tribunal nacional expresó que debía clarificar los estándares legales, a fin de evitar volver a incurrir en responsabilidad internacional derivada de la falta de acceso a los abortos no punibles. 

· También se sancionó la ley sobre femicidio, en la que se agravó la pena por el asesinato de una mujer en el contexto de una relación de violencia, o por motivos de género, y se prohibió el uso de circunstancias atenuantes (Ley n° 26.761). La ley tenía como finalidad conceptualizar una forma extrema y específica de violencia, prevenir y repudiar enfáticamente las muertes de mujeres “por el hecho de ser mujeres” y controvertir narrativas sociales que muestran estos hechos como “homicidios pasionales”, en los que los agresores solían recibir penas atenuadas por “emoción violenta” o “circunstancias extraordinarias de atenuación”. Ya en 2012 la violencia de género ocupaba un espacio importante en el debate público y en los medios de comunicación que comenzaron a modificar sus enfoques.  

· El caso que disparó la atención social sobre la violencia en las relaciones de pareja fue el asesinato de Wanda Taddei en febrero de 2010, a manos de su esposo, Eduardo Vásquez, conocido por ser miembro del grupo de rock “Callejeros”. Vásquez la prendió fuego y, a pesar de que la llevó al hospital, no sobrevivió. El juicio se realizó en 2012 y Vásquez recibió una condena atenuada por haber mediado emoción violenta (TOC 20, 2012). La sentencia evidencia una historia de violencia que culminó en la muerte de la mujer. Sin embargo, el tribunal enfatizó que Vásquez amaba a su esposa y que ella se había comportado en forma “muy irritante”,  lo que culminó en una discusión fuerte en el contexto de la cual ella terminó rociada de alcohol y quemada viva. El tratamiento relativamente benevolente de Eduardo Vásquez encendió la discusión sobre la ley de femicidio que fue sancionada a finales de 2012. En consonancia con tal debate, la Cámara Federal de Casación Penal revirtió la aplicación de la “emoción violenta” e impuso la pena de prisión perpetua (CFCP Sala IV, 2013). Evidentemente, esta decisión fue influida por el intenso debate público acerca de la impunidad o el trato ligero que se da a los casos que involucran violencia de género. 

· En 2013, la CSJN emitió otra decisión importante sobre violencia de género. Sostuvo que no se debe conceder la suspensión del juicio a prueba en beneficio de quienes se encuentran imputados por hechos de violencia contra las mujeres (2013). Para decidir de esa forma, destacó que la Convención Belém do Pará contiene el derecho a un juicio oportuno en el que la mujer sea oída, por lo que la obligación no se cumpliría si el juicio queda suspendido condicionalmente. Así, los jueces y fiscales dejaron de tener discrecionalidad para abandonar investigaciones sobre casos que involucraban violencia de género.  
· Estos desarrollos institucionales y jurídicos dirigidos a enfrentar la violencia contra las mujeres son aún recientes, sin embargo, es indudable que han promovido mayor conciencia acerca de la seriedad y gravedad del fenómeno y han combatido actitudes sociales que dan la espalda a las víctimas por considerar la violencia como problema privado en el que el Estado no debe intervenir. En este sentido, lxs actorxs del sistema de justicia penal tienen una mayor comprensión sobre el fenómeno y sobre la necesidad de proveer respuestas adecuadas para proteger a las víctimas. 
· Hace ya varios años que la violencia de género ocupa un lugar importante en el debate público. La reiteración de los femicidios causa profunda indignación, lo que motivó la creación de un registro específico (CSJN 2015; 2016; 2017). Así es como se llegó a la histórica y masiva manifestación de Ni una Menos, del 3 de junio de 2015, donde se juntaron más de 300.000 personas en Buenos Aires y el interior del país, extendiéndose la protesta a otros países como Uruguay y Chile y, más tarde a otros tantos países de Latinoamérica. Apenas unos días después de esta enorme protesta social, se conocieron dos casos en que murieron niñxs a manos de sus padrastros y sus madres fueron arrestadas por no haberlxs protegido de la violencia de sus parejas
. En tales informes se advertía que las madres también eran víctimas de violencia, pero aparecían como culpables de todas maneras. 

· La criminalización de las “malas madres”

· Sólo una semana después de la primera concentración de Ni una Menos se conocieron los casos de Celina y Bárbara. Ambas fueron arrestadas luego de que sus parejas mataron a sus hijxs. Ellas no fueron las primeras en ser criminalizadas por no poder proteger a sus hijxs de las violencia que las victimizaba, antes de ellas se conoció el caso de Yanina González y otras mujeres sufrieron en silencio la persecución penal, sin una defensa adecuada, sin acusar a sus agresores, sufriendo la cárcel como una sanción moral hacia quien no satisface las expectativas acerca de cómo debe ser una “buena madre”, pero sin comprender qué podrían haber hecho para evitar que la tragedia ocurriera, sin que el Estado reconociera su responsabilidad de protegerlas a ellas y a través de ellas a sus hijxs.
· El caso de Celina
Celina era una mujer migrante de 22 años en junio de 2015 cuando su hija de 23 meses murió y ella fue arrestada. Carlos Alonzo, la pareja de Celina agredió salvajemente a la niña, la torturó, la quemó con cigarillos y abusó sexualmente de ella. Celina también era víctima de violencia severa.  Alonzo le prohibía salir de la casa, era extremadamente celoso y controlador. Una semana antes de la muerte de la beba, Celina vio por televisión la enorme movilización de más de 300.000 personas contra la violencia de género y le dijo a Carlos que lo denunciaría si no cesaban sus agresiones. 

Celina estaba buscando la forma de escapar de su matrimonio violento. Había contactado a su familia en Paraguay para que la ayudaran a pagar el pasaje de regreso (Dillon, 2015). Durante la primera semana en la que ella comenzó a trabajar como empleada doméstica, Celina llegó a su domicilio y encontró a su hija moribunda. Inmediatamente la llevó al hospital, pero era demasiado tarde. Tanto la madre como su pareja fueron arrestados.
Carlos Alonzo se suicidó en su celda. Celina fue torturada por la policía, mientras le decían que era una mala madre (ibídem). Celina fue asistida por el Observatorio de Género de la Provincia de Buenos Aires y denunció el abuso. Poco después fue liberada, pero la investigación continuó (Escales/ Cárdenas, 2016). Un año después fue sobreseída, a pesar de la voluntad de la fiscal que proponía enjuiciarla por abandono de persona.

La imputación contra Celina evidencia que no se tuvieron en cuenta sus esfuerzos por proteger a su hija y presupone que ella conocía la magnitud del peligro que representaba Alonzo para la niña. Sin embargo, de acuerdo con lo que ella declaró al momento de ser arrestada, el ataque mortal contra la beba fue una represalia por sus intentos de recuperar la independencia y de ponerse a salvo del agresor, al haber conseguido un empleo, planeado retornar a Paraguay con su familia y luego de haberle advertido a su agresor que lo denunciaría.

A Celina la liberó la movilización feminista. Su defensa fue capaz de demostrar el impacto de la violencia de género en su capacidad para proteger a su hija y que, a pesar de sus dificultades, ella hizo todo lo que estaba a su alcance para mantenerla a salvo. Celina nunca debió ir presa, fue arrestada cuando estaba intentando escapar de la violencia de su pareja y salvar a su hija. Su experiencia le demostró que sus intentos de romper la relación violenta recrudecieron las agresiones contra su hija. El Estado y el sistema de salud respondieron a su pedido de ayuda criminalizándola.

El caso de Bárbara
El 7 de junio de 2015 falleció el hijo de Bárbara, Agustín, de 5 años, como resultado de una golpiza de su padrastro, ocurrida en su casa, mientras Bárbara se encontraba trabajando. Tanto el agresor, Leandro Sarli, como la madre del niño fueron arrestados y acusados por homicidio agravado. Según se estableció en la investigación, la golpiza y la muerte inmediata ocurrieron mientras el padrastro se encontraba a cargo del cuidado del niño y la madre estaba trabajando. Sarli llamó a una ambulancia y le dijo a los médicos que el niño se había caído en la bañera. Sin embargo, la autopsia reveló que eso no era cierto. La hermana de Agustín presenció la golpiza y relató lo ocurrido. 

Bárbara se había mudado a Buenos Aires junto con Leandro Sarli y sus hijxs en enero de 2015. Según su testimonio, su marido era violento con ella, pero no era habitual que agrediera a lxs niñxs, al menos no en su presencia. Solamente dio cuenta de una ocasión en la que Sarli agredió al niño. Ella intentó defenderlo, lo que derivó en una golpiza contra ella, que la dejó inconsciente e incapacitada para trabajar durante varios días. Luego de la muerte de Agustín los vecinos comenzaron a decir que sabían que existía una situación de violencia en esa familia, escuchaban gritos, peleas, golpes (CNACC, 2015). Era una “tragedia anunciada”.  Sin embargo, nadie intervenía, nadie llamó a la policía, nadie le ofreció ayuda a Bárbara. La mujer nunca denunció a su pareja porque Sarli había amenazado con matarla si llamaba a la policía (Vallejos, 2015).
La madre de Agustín fue acusada por el homicidio de su hijo “cometido por omisión”. Su imputación toma en cuenta la victimización de la madre como motivo para acusarla, debido a que conocía el peligro de convivir con el agresor y tenía el deber de mantener a sus hijos a salvo. Sin embargo, no se tomaron en cuenta los efectos de la violencia en la capacidad de la mujer para romper la relación de sometimiento, ni las evidencias acerca de que cualquier sublevación de la mujer, para protegerse a ella misma y a sus hijxs, solamente desataba más violencia. Tampoco se tomó en cuenta el grado de aislamiento de la mujer, quien recientemente se había mudado desde Villa Gesell para convivir con Sarli y no recibía ninguna ayuda de quienes sabían lo que ocurría en su casa. 
El tribunal que habilitó el juicio contra la mujer sostuvo que: 

“…las pruebas (…) muestran el peligro al que estaba expuesto el menor desde el inicio de la convivencia con su padrastro, en diciembre de 2014. Así dan cuenta las reiteradas lesiones de que fuera objeto en ese período, lo que refleja la existencia de una situación típica generadora del deber de actuar por quien detentaba el rol de garante: la madre del niño y aquí imputada Bárbara...

…se presentaba como acción debida por parte de la progenitora la de asegurar y proteger a su hijo ante las violentas circunstancias a las que estaba constantemente expuesto, y en que ella misma lo había colocado al iniciar su relación con Sarli, sin interrupción hasta producirse el resultado luctuoso.

Cabe aquí también destacar que no se presentaba en el caso la posibilidad de otro posible curso causal de resguardo, puesto que el padre biológico de Agustín residía en Villa Gesell, Provincia de Buenos Aires, y tras la separación de la pareja y el traslado de la imputada a esta ciudad con los niños –en noviembre de 2014–, tenía solo contacto esporádico con ellos” (CNACC, 2015).
Durante la investigación, la hermana de Agustín declaró que le había contado a su padre que Sarli era violento, cuando habló con él por teléfono y cuando lo vio en una visita. Sin embargo, la mera separación física del padre respecto de la madre de sus hijos ya lo exime de toda responsabilidad. La decisión de la mujer de separarse del padre biológico de sus hijos y mudarse de ciudad la puso en una posición de mayor responsabilidad respecto de cualquier daño que pudieran sufrir los niños. Nadie le pide al padre que sepa si sus hijos están en peligro, según estos jueces, el padre que no vive con la madre de sus hijos tiene derecho a tener contacto esporádico con ellos o ningún contacto, no tiene un deber de estar al tanto de la situación de los niños, sus deberes parentales son livianos y es sencillo desentenderse de ellos. En cambio, la madre debe estar al tanto de cualquier peligro y renunciar a toda actividad laboral o de otra índole para cuidar a sus hijos, a la vez que se le exige sacrificar hasta su propia vida para ponerlos a salvo. Los vecinos, los maestros, el padre de sus hijos sabían que Sarli agredía a Bárbara y a los niños. La completa apatía que vivía Bárbara respecto de la violencia que sufría junto sus hijos no le permitían confiar en que si llamaba a la policía iba a estar a salvo de que su pareja cumpliera con su amenaza de matarla. Su criminalización confirma que ella está sola en la responsabilidad de proteger a sus hijos. 

Este caso revela estándares marcadamente diferenciados entre la madre y el padre. Asimismo, la madre que no pudo proteger a sus hijos enfrentó una acusación tan grave como la de quien mató a golpes al niño. La ley es aplicada de manera extraordinariamente severa al criminalizar a la madre sobre la base de expectativas poco realistas y exigirle un heroísmo que solamente desencadenaría más violencia contra ella, pero no garantizaría que su hijo estuviera a salvo.    
· Reflexiones a partir de los casos analizados
·  Las imputaciones contra mujeres cuyas parejas dañan a sus hijos se basan en estereotipos e idealizaciones sobre los deberes de una buena madre y omiten considerar la situación de la mujer. Se ignoran contextos de violencia habitual y los efectos de la violencia en la capacidad de las víctimas de cumplir con el rol esperado (Schneider, 2000). La violencia contra las mujeres permanece invisible frente a la victimización de sus hijos y se sitúa a la madre como victimaria. De esta forma, el derecho penal exige a las mujeres sacrificios heroicos para proteger a sus hijos e ignora los riesgos que suponen la separación y la huida. En definitiva, se minimizan los esfuerzos infructuosos de las mujeres para hacer cesar los ataques. 

· La responsabilidad penal por delitos de omisión requiere, según las reglas tradicionales de imputación que la persona obligada a actuar conozca el peligro que genera su deber de actuar. Asimismo, debe ser capaz de intervenir, sin riesgo personal. No obstante, la falta análisis sobre el contexto de violencia impide evaluar si la madre efectivamente conocía el grado de peligro al que estaba sometido su hijo y si ella tenía la posibilidad de salvarlo. Así, los estándares de imputación penal resultan menos exigentes para imputar a las madres y se reemplaza la prueba del “conocimiento del peligro” por el estereotipo que indica que una madre debe saber todo sobre sus hijos (Fugate, 2001:294). 
· Tal como señala Dorothy Roberts (2017) las mujeres que cometen un delito directamente vinculado con su rol maternal reciben sanciones especialmente elevadas. Esto se vincula con la doble transgresión, no solamente respecto de la ley penal, sino también del rol tradicional de las mujeres/madres.

· Algunos tribunales argentinos han comenzado a visualizar la violencia de género. Sin embargo, los feminismos jurídicos tienen un gran trabajo por delante para promover la incorporación de la perspectiva de género en las sentencias judiciales y en desarrollar estrategias de defensa efectiva para mujeres cuya victimización las empuja a ser vistas como victimarias por no poder cumplir con las expectativas sociales vinculadas al cuidado de sus hijos.

· Por otro lado, la situación de las mujeres cuya clase social, etnia, nacionalidad, edad, etc. se alejen de las características de los y las juezas que están a cargo de juzgarlas es aún más vulnerable. En efecto, los jueces, fiscales y defensores son mayoritariamente hombres, de mediana edad, alto nivel educativo y de clase social privilegiada. Ellos conocen la maternidad a través de su experiencia, sea ejerciéndola u observando el comportamiento de las madres en el contexto social que los rodea. Típicamente, los funcionarios del poder judicial han tenido acceso a un trabajo privilegiado y educación universitaria, en su abrumadora mayoría, no han experimentado la pobreza y desconocen los efectos de la violencia habitual.

· La lejanía en las experiencias, marcadas por una diversidad de circunstancias sociales, suele dificultar la comprensión de quienes acusan, defienden y juzgan la situación de una mujer cuyas vivencias les resultan completamente ajenas. Así, los esfuerzos de las madres por proteger a sus hijos son mirados frecuentemente desde la perspectiva de quienes jamás enfrentaron ni conocieron las adversidades que enfrenta la mujer acusada. La empatía resulta más difícil aún, cuando las expectativas sobre las madres son atravesadas por estereotipos vinculados a las experiencias de los grupos sociales dominantes.

· Dorothy Roberts (2017) propone que el punto de partida para pensar estos temas es introducirlo en el contexto político en el que las mujeres ejercen la maternidad. Según la autora, el derecho aísla los deberes maternales de otros aspectos de la vida de las mujeres. Es por este motivo que el derecho penal pregunta a las mujeres golpeadas “¿por qué no te fuiste?” y no comprende los efectos de la violencia en su capacidad de proteger a sus hijxs. 

· Observar el contexto político implica comprender que la violencia íntima tiene como objetivo mantener el control sobre la víctima y su subordinación. La violencia es una respuesta a la resistencia femenina frente al privilegio masculino. Roberts (2017)  advierte que la violencia masculina contra la mujer no es aleatoria, sino que se dirige contra su identidad de género, contra toda identidad que no coincida con la subordinación femenina. Así, si un hombre ataca a un niño porque no está de acuerdo con que su madre vaya a trabajar y ella resulta acusada por no haber protegido a su hijo, el derecho acompaña y refuerza la subordinación pretendida por el agresor. 

· Asimismo, una vez sentadas en el banquillo de las acusadas, las mujeres son juzgadas en virtud de si cumplían con otras expectativas tradicionales sobre las “buenas madres”, si su casa estaba ordenada, si era una madre dedicada, si amaba a sus hijos. En muchas ocasiones, la rendición total, la debilidad y el patetismo motivan un tratamiento compasivo (Roberts, 2017). Por el contrario, una mujer que disputa el poder en las relaciones familiares, que posterga lo doméstico y tiene sus propios intereses, una mujer que no se niega a sí misma, será castigada. Nuevamente, el derecho que castiga a esta madre, refuerza la pretensión del agresor y asegura la rendición de la mujer.

· En definitiva, las acusaciones penales hacia las “malas madres” nos invitan a pensar los deberes jurídicos impuestos como decisiones que refuerzan o debilitan posiciones de poder en la familia (Roberts, 2017). Defenderlas legalmente plantea serios dilemas: ¿debemos explotar los estereotipos de la debilidad? Usar este recurso puede prometer mayor efectividad en una defensa penal. Explicar el contexto político en el que se ejerce la maternidad y convencer a jueces para que en sus sentencias no reafirmen estereotipos que sujetan a mujeres a la sumisión es una tarea mucho más desafiante que, en caso de ser infructuoso, puede suponer para una mujer una pena de prisión perpetua.

· Por otro lado, la criminalización de las mujeres que sufren violencia o tienen dificultades para proveer lo necesario para sus hijos, sujetan a las mujeres a hombres proveedores y las alejan de pedir ayuda porque toda denuncia de violencia o consulta al sistema de salud puede derivar en la separación de los hijos y hasta el encarcelamiento de la madre.

· En definitiva, en los casos estudiados, la criminalización de las mujeres que no lograron proteger a sus hijos de la violencia de sus parejas se reveló como injusta, pero además puede ser vista como una reacción de las instituciones patriarcales que siempre han dado la espalda a las mujeres sometidas a violencia. La emergencia de la violencia intrafamiliar en el espacio público en los casos en que un niño es víctima es devuelta al ámbito de lo privado cuando el Estado y la sociedad, en lugar de asumir las consecuencias de la falta de protección, centralizan la culpa sobre la madre. Este fenómeno debe ser confrontado por la teoría jurídica y la movilización feminista, a través de la defensa legal de las “malas madres”. 

· Los avances en la comprensión de la violencia contra las mujeres engendran nuevas violencias de quienes ven amenazados sus privilegios. Esto se evidencia en el crecimiento reciente del número de femicidios (CSJN, 2015, 216). Según sugiero en este trabajo, la criminalización de las madres puede ser otra manifestación de la violencia reactiva. No es tiempo de bajar los brazos. Hay que comprender y nombrar estas nuevas formas de violencia y seguir luchando.  
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